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    TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO                                                      66088-31-89-001-2007-00133-01                               
           PEREIRA – RISARALDA

            SALA CIVIL – FAMÍLIA

Pereira, diecinueve de noviembre de dos mil nueve
Magistrado Ponente: Fernán Camilo Valencia López

Acta  N° 610
Se resuelve el recurso de queja que se ha presentado en el escrito que antecede por la parte demandante, y que tiene el propósito de que se le conceda el recurso de apelación contra la providencia de 9 de julio del presente año,  mediante la cual el Juzgado Promiscuo del Circuito de Belén de Umbría se negó a “decretar y practicar el peritazgo que en forma literal transcribió, en razón a que dicha prueba se decretó por auto del 28 de abril de 2008” como prueba común. 

ANTECEDENTES

1. Al contestar la demanda, se pidió que se practicara un dictamen pericial de la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda, sobre los siguientes puntos:   
“1.- Pérdida de capacidad laboral del Señor ALDIBEY TAPIERO CRUZ.

 2.- Pérdida de capacidad de movilización del mismo.

 3.- Deteminara (sic) si el lesionado es una persona “enferma e impedida físicamente” como se afirma en la demanda.

 4.- Determinara (sic) si el lesionado debe permanecer en forma permanente “acostado en cama guardando reposo” como se afirma en la demanda.

 5.-  Determinara (sic) si el lesionado “no puede trasladarse de un lugar a otro por sus propios medios” como se afirma en la demanda.

6.-  Determinará si, a raíz del accidente, “implicaron la incapacidad laboral permanente del Señor Aldibey Ttapiero (sic) Cruz” como se afirma en la demanda.” 
2.
En providencia de 28 de abril de 2008, el a-quo ordenó como prueba común, la que se decretó de esta manera: “Ofíciese a la JUNTA REGIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ DE RISARALDA, para que previa valoración al señor ALDIBEY TAPIERO CRUZ, determinen (sic) el grado de invalidez respondan (sic) sobre los cuestionarios presentados por los demandantes y demandada (fs. 220 y 284)”.
3.
En memorial fechado el 30 de junio de 2009, la parte demandante alegó que el despacho no había decretado la prueba en la forma pedida “ni manifestó la modificación de la misma y, ni procedió a su rechazo”, y ella es de “fundamental importancia dentro del referido proceso en atención ya que buscan (sic) demostrar el incumplimiento de sus obligaciones de cuidado por parte del lesionado, la realidad objetiva de las circunstancias en las cuales ha recibido las lesiones y, las verdaderas limitaciones físicas que el mismo le ha impuesto.”

4.
El Juzgado no atendió la petición pues como se dijo en un comienzo manifestó que la prueba ya había sido decretada dentro de las comunes del proceso y que ya aparecía en el proceso el dictamen de la Junta Regional de Calificación de Invalidez “contra el cual se han presentado aclaración, complementación y objetado por error grave que se encuentra en curso.” Contra esta decisión se formuló recurso de reposición y en subsidio de apelación con fundamento en síntesis, en que si bien la práctica de la prueba fue decretada en forma correcta finalmente no se pidió a la Junta el experticio en los términos en que lo fue, ya que no se incluyó en el oficio remitido que se respondiera el cuestionario planteado por las partes, pues se limitó el Juzgado a pedir que se certificara el grado de invalidez del demandante. 
5.
Para resolver la reposición, el a-quo argumentó que no era necesaria la transcripción de los temarios de las partes, que al fin “fueron resueltos por los entes correspondientes y han sido controvertidos por el demandado en la forma prevista por el artículo 238 del Código de Procedimiento Civil”. Negó dicho recurso y no concedió la apelación solicitada porque el auto atacado no se encuentra enlistado dentro de los que son apelables en la norma pertinente de dicho estatuto.  
6.
Al decidir el recurso formulado contra la determinación de no concedérsele la alzada, el Juzgado se reafirmó en su posición, según la cual no está negando la práctica de pruebas solicitadas, y teniendo en consideración el carácter taxativo del recurso de apelación dispuso no reponer el auto recurrido, pero ordenó la expedición de copias para que el recurrente acudiera en queja.

7.
Para argumentar sobre la procedencia del recurso insiste el quejoso en que el auto sí es apelable de acuerdo con el artículo 351-3 del Código de Procedimiento Civil, porque insiste “la prueba no obstante haber sido decretada en forma correcta, el mismo despacho al elaborar el Oficio Civil 212 no la solicitó en los mismos términos en que la referida prueba fue decretada...”. 
CONSIDERACIONES

En el sistema de impugnaciones que consagró el artículo 351 del Código de Procedimiento Civil impera el principio de la taxatividad, y respecto de la materia a que se refiere esta actuación, sobresale de la anterior reseña, que la prueba se decretó tal y como fue solicitada por la parte demandada como ésta misma lo ha reconocido varias veces en el curso de la actuación de que se conoce. Luego, es evidente que no puede tratarse aquí de que se le haya denegado, lo que hace que la situación no se incluya en las previstas en el ordinal 3º del citado artículo que prevé la posibilidad de la alzada para cuando se “deniegue la apertura a prueba, o el señalamiento del término para practicar pruebas, o el decreto de alguna pedida oportunamente o su práctica.” 
Y aunque se observa que en efecto, al oficiar a la Junta de Invalidez la secretaría no se atuvo íntegramente a los términos en que la prueba fue decretada, lo que debería haber hecho; también es cierto que los puntos del cuestionario del cual se queja la parte demandada no fueron sometidos directamente por el Juzgado a dicho organismo, bien pudieron ser objeto de las correspondientes súplicas de aclaración o complementación de acuerdo con las inquietudes que la experticia le causara, lo que bien indica que no se ha atropellado su derecho de defensa. Es más, se ha manifestado por el despacho de primera instancia que en efecto, el dictamen ha sido controvertido, lo que sustrae toda alegación en el sentido de que fuera imprescindible que el Juzgado se expresara de la manera que impetra. En realidad lo básico de la cuestión es la circunstancia de que la prueba pericial que se pidió, fue ordenada, y las partes  han tenido las oportunidades de debatirla, 

De lo brevemente expuesto, se deduce que el auto proferido el 9 de julio pasado no es apelable, y el recurso de queja no es susceptible de prosperar.  

Por tanto, esta Sala Civil – Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, 

R E S U E L V E :

CONSIDERAR BIEN DENEGADO el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante contra el auto proferido el 9 de julio del presente año en este proceso ordinario de Aldibey Tapiero Cruz y otros, contra la Central Hidroeléctrica de Caldas, S.A.    

En firme este auto devuélvase la actuación al despacho de origen para que forme parte del expediente.

Cópiese y notifíquese.

Los Magistrados,





Fernán Camilo Valencia López 

Claudia María Arcila Ríos




Gonzalo  Flórez Moreno
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